
!1�00017 89-D-20

TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las ocho horas con diez 

minutos del día diez de febrero de dos mil veintiuno. 

El día cuatro de noviembre de dos mil veinte, el señor 

quien afinna ser Apoderado General Judicial y Administrativo de la sociedad Negocios 

Líquidos, S.A. de C.V., interpuso denuncia contra el señor :, Agente 

Fiscal Auxiliar de la Fiscalía General de la República, con la documentación que adjunta (fs. 

1 al 15); en la cual se señalan, los siguientes hechos: 

i) El día quince de enero de dos mil veinte, se interpuso una denuncia verbal en las

instalaciones de la Fiscalía General de la República, ubicada en el Bulevar La Sultana, 

Antiguo Cuscatlán, departamento de La Libertad; en contra de la Alcaldía Municipal de San 

Salvador, por el supuesto cometimiento de los delitos de apropiación y retención indebidas, 

actos arbitrarios e incumplimiento de deberes, establecidos en los artículos 217,320 y 31 del 

Código Penal, en perjuicio de la sociedad Negocios Líquidos, S.A. de C.V. 

C ii) A partir de la denuncia verbal, el caso se derivó a la oficina fiscal ubicada en la

Urbanización Madre Selva, Antiguo Cuscatlán, departamento de La Libertad, con el número 

de referencia 47-DEUP-2020, el cual fue asignado al señor :. Sin 

embargo, a la fecha de interposición de la presente denuncia, el señor afinna 

haber consultado vía telefónica con el seño1 sobre la tramitación del caso y éste 

último argumenta que no se ha iniciado ninguna acción penal en contra de la mencionada 

municipalidad, en virtud de que no se le ha remitido ningún infonne por parte de la comuna. 

El denunciante manifiesta que han transcurrido más de nueve meses y no se ha incoado 

ningún dictamen de acusación en contra de la Alcaldía Municipal de San Salvador, por lo 

que considera que se ha transgredido el art. 6 letra i) de la Ley de Ética Gubernamental. 

Al respecto, este Tribunal hace las siguientes consideraciones: 

l. El articulo 81 letra d) del Reglamento de la Ley de Ética Gubernamental -RELEG­

establece como causal de improcedencia de la denuncia o aviso que el hecho denunciado 

"sea competencia exclusiva de otras i11stitucio11es de la Administración Pública" regulados 

en los arts. 5, 6 y 7 de la Ley de Ética Gubernamental -LEG-. 

Por lo que, toda conducta u omisión constitutiva de infracción administrativa debe estar 

descrita con claridad en una nonna, por ende, la facultad sancionadora de esta institución se 

restringe únicamente a los hechos contrarios a los deberes y prohibiciones éticos regulados 

por la LEG, ya que la potestad sancionadora de la Administración Pública, es un poder que 

deriva del ordenamiento jurídico, encontrándose en la ley respectiva la delimitación de su 

ámbito de competencia. 

El principio de legalidad, "[ ... ] impone el actuar riguroso de la Administración 

confonne lo que estipule la ley en cuanto a la creación del catálogo predeterminado, claro y 

preciso de las infracciones penales y administrativas. Del mismo devienen dos principios que 

han adquirido una clara autonomía en esta sede, el de reserva legal y de tipicidad" (Sentencia 

del 29-IV-2013, I ne. 18-2008, Sala de lo Constitucional). La reserva legal obliga a los 

1 

La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter 
confidencial. En ese contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, 
conforme a lo establecido en el artículo 30 de la Ley de Acceso a la Información Pública, se extiende la 
segunda versión pública en aplicación del criterio de la 21-20-RA-SCA del 16/11/2020.










